
HUÉRFANOS EN DERECHOS:
EL CASO RAX CUCUL

Amanda POP BOL

UNA JUSTICIA ILUSORIA PARA UNA MAYORÍA EXCLUIDA

La virtud de otorgar a cada uno ni más ni menos que lo que realmente merece,
lo que culturalmente se supone de su pertenencia, es para los mayas de hoy una
realidad lejana pues la plena eficacia y validez legal de las leyes bajo las cuales se
deben auspiciar sus actuaciones no es para ellos sino un sistema que ampara, no
ya un trato o comportamiento justo, sino más bien uno que actŭa guiado por la
parcialidad y la desigualdad de derechos. Las causas de este engario provocan que
sean numerosos los mayas que, en la actualidad, viven, perciben y sienten la
justicia oficial como un proceso de administración de injusticia interminable;
un sentimiento que parece agravarse cuando ésta se muestra excluyente y discri-
minatoria. De modo que, no es de extrariar, esta mayoría excluida, además de en-
contrar incomprensible la alteridad de que hace gala la justicia estatal, la sientan
como un fraude que burla los derechos de una colectividad en tanto que se man-
tiene fuera de la realidad de los mismos pobladores y, a ŭn más, que parece di-
luirse cuando los rasgos étnicos acomparian al delito.

Pero ambas cualidades de la impartición de injusticia, aquella que hace alusión
a la omisión de ciertos derechos reservados estrictamente a determinados grupos
de la ciudadanía como esa otra que permite entrever la inverosimilitud del siste-
ma, no hacen más que restringir el privilegio de la justicia a una minoría afortu-
nada tanto en la demanda como en la administración de la misma. Todo ello sus-
cita, en la población indígena, una actitud de apatía frente al poder judicial que se
evidencia en la opción de no acudir a exigir derecho debido a los innumerables
instrumentos coercitivos que reviste la justicia oficial. Aspectos tales como el
formalismo exagerado y los trámites burocráticos, la corrupción o la impunidad
para con algunos, determinan la desconfianz,a que les inspira el Sistema Oficial de
Justicia.
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De modo que, cuando esta mayoría de población se ve inmersa en dicha ma-
raria jurídica, podría afirmarse que, lejos de servirles como instrumento para so-
lucionar problemas,se convierte en un proceso traumático, castrante, indigno,
injusto e inhumano, además de complejo y embarazoso, pues han de sortear una
serie de dificultades las cuales, en la gran mayoría de las ocasiones, devienen de
sus particularidades culturales. Tal es así que empleados del Organismo Judicial
y del Ministerio Pŭblico aluden como problemas que los mayas afrontan para ha-
cer uso de los servicios del Sistema Oficial, al costo en que deben incurrir para
trasladarse desde sus hogares a la sedes de estas instituciones y la escasez de
transporte, el desconocimiento de la existencia de los Juzgados de Paz, en muchos
casos de instalación reciente, y el n ŭmero insuficiente de oficiales intérpretes en
los juzgados para facilitar la comunicación con los pobladores mayas, quienes en
su mayoría no dominan el español (Universidad Rafael Landívar 1998: 85).

Lo que sí deja claro este sistema jurídico cuando se accede a él es que se pri-
vilegia o se excluye por cuestiones relativas a la pertenencia étnica, el género, el
estrato social o cualquier otra cualidad «perseguida» socialmente. Este es el tema
que pretendo probar e ilustrar con el siguiente trabajo, la situación de injusticia
oficial que afecta a gran parte de la población guatemalteca y que se manifiesta,
fundamentalmente, tanto en el sesgo étnico e ideológico recurrente al aplicar las
penas y al tipificar los delitos como en la manera en que los microsistemas fun-
cionan enmarariados con el racismo. Se trata de valorar la dificultad de un diálo-
go acerca de los derechos humanos entre el Estado y las poblaciones indígenas.
Dificultades (o más bien imposibilidad) porque, por un lado el Estado hace poco
para atraer a los indígenas a su sistema de derechos y por otro, no hace nada para
integrar en este sistema las valoraciones que el derecho maya considera perti-
nentes. Así, la situación se torna doblemente injusta: se niega la posibilidad de
ejercitar el derecho maya y se impide que los mayas se aproximen al derecho la-
dino-universal.

Para ello se aborda el caso de un sentenciado a la pena de muerte, Pedro Rax
Cucul, condena que finalmente fue conmutada el 31 de mayo de 2000 mediante
Indulto Presidencial. A pesar de los singulares que convierten cada hecho en
particular, podría afirmarse que, en el fondo, es decir en lo que atarie a la inter-
vención y los derechos humanos, se trata de un problema que se reitera conti-
nuamente de modo que se presenta como un caso paradigmático, pues hay y habrá
muchos más como el suyo.

El caso Rax demuestra que para la mayoría de la población contrarrestar el ra-
cismo y la exclusión se convierten en una posibilidad remota, casi una utopia, di-
bujando una realidad donde el país diverso ŭnicamente se concibe como viable en
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el discurso. De manera que, al final de este suceso y de otros similares, surgen
siempre las mismas interrogantes: i,Cuál es el futuro de una mayoría que sobre-
vive dentro de un sistema que administra injusticia si sus propias orgarŭzaciones
y dirigentes están sumidos en la resaca de la postguerra y cuya capacidad de ac-
ción es escasa, deficiente e ineficaz? j,Qué porvenir nos espera si estos dirigentes
apenas se percatan de la continua violación de sus derechos ya reconocidos en le-
tra de ley? Por lo tanto, «si ni siquiera se cumple con lo que dice la ley y no se
protesta por eso, menos esperanzas existen para avanzar en lo que a ŭn no está en
la agenda legislativa» (Sam Colop 10/6/2000).

La respuesta no es ni infimamente alentadora, pues mientras se perciban de
manera aislada los procesos relacionados con la aplicación de la ley y su conexión
con la bŭsqueda de justicia, las reivindicaciones émicas o las relativas al género y
a la clase social continuarán siendo ilusorias. Entre tanto, el Estado a través de sus
microsistemas, como el que aplica «justicia» para la población mayoritaria de este
país, establece las reglas del juego e indica el camino a seguir, pero también
impone las trampas. A ello se suma el trajín político de la ideología dominante y
la subjetividad de los administradores de «justicia» que determinan la «verdad»,
la figura del delito y la condena.

EL PROCESO DE JUSTICIA POPULAR:
UN EJEMPLO DE SENTIDO COMŬN

Si bien es cierto que el caso Rax pasó inadvertido para el movimiento político
de reivindicación maya, como también para otras tantas organizaciones pro de-
rechos humanos del país sería un error adjudicar como motivo original de esta
indiferencia el hecho de que, a simple vista, este suceso pareciera uno más entre
otros que se resolvieron con un «debido proceso» hasta concluir con la condena
de pena capital.

' Ŭnicamente cuatro personas colaboraron a nivel personal (dos de ellas mayas), entre ellos un co-
lumnista y un académico. En lo que respecta a organizaciones pro derechos humanos de ámbito intema-
cional mostraron su apoyo MINUGUA, CEGIL Mesoamérica, el Relator Especial de la ONU, Tato Param
Cumaraswarni y Law Group con sede en Washington D.C, HUMAN RIGHTS WATCH Y AMNFSTY IN-
TERNATIONAL, cuya labor de apoyo se realizó bien enviando correspondencia con el objetivo de evitar
la ejecución o investigando el caso; también hubo quien participó de forma más directa. A nivel nacional,
dos ONGs prestaron en ocasiones su infraestructura. El abogado defensor del Instituto Pŭblico de Defensa
Penal, Edgardo Enríquez, solicitó a favor de Rax medidas cautelares ante la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos con sede en Wastŭngton D.0 en diciembre de 1998, al momento de redactar el presente
trabajo aŭn no ha habido pronuncianŭento ante la petición.
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La realidad es que el escaso interés suscitado dentro del país no se debe a la
inmaculada aplicación de la justicia durante el transcurso del juicio sino a la
condición e idiosincrasia del acusado. En este sentido, probablemente, la ausencia
de eco no sea más que una entre tantas otras muestras de exclusión que sufren de-
terminados sectores sociales como el campesinado; porque, cualquier campesino,
incluso Rax, es el arquetipo de persona que no recibe un gran reconocimiento so-
cial, ni amasa tan gran fortuna como para provocar muestras de indignación ma-
sivas, es más, carece de interés porque económicamente no reporta beneficio al-
guno y apenas genera protagonismo para quienes pudieran apoyarle. De modo
que, si hacemos una aproximación al caso, se evidencia que son las cualidades
personales del reo, y no el hecho en sí, los que están siendo enjuiciados. Esto de-
muestra la opresión que padece una mayoría y cómo dicha condición excluyente
y marginal desencadena la administración de «injusticia» oficial.

Pero, algo hubo de hacer Pedro para entrar en este círculo continuo de opre-
sión a una mayoría, pues aunque los rasgos culturales influyen y constririen a1 em-
pleo incorrecto de la justicia no son, sin más, desencadenantes del mismo.

Pedro pertenece a la etnia maya q'eqchi', una de las cuatro mayoritarias de
Guatemala, es oriundo de una aldea de Cahabón, Alta Verapaz, ubicada al norte
del país y además campesino, monolingrie, analfabeto y de pobreza extrema.
Actualmente cuenta con 42 años de vida, es un hombre de familia, casado y con
cuatro hijos, tres hembras y un varón. Fue detenido el 14 de enero de 1996 tras
irrumpir un par de días antes, aproximadamente a las once de la noche, en la vi-
vienda de una vecina y causarle la muerte con un machete cuando se hallaba acos-
tada; la mujer fue degollada y falleció a consecuencia de este corte en la gargan-
ta pero, además, su cuerpo apareció mutilado faltándole el antebrazo derecho.
Asimismo, Pedro, hirió de gravedad al hijo de ésta que dormía en compariía de su
madre.

El suceso, que indudablemente impactó a la comunidad, fue notificado ver-
balmente por la hija menor de la fallecida al Alcalde Auxiliar de entonces que,
junto con otros vecinos, se personó en casa de la víctima esa misma madrugada
para verificar lo ocurrido. De inmediato, el Alcalde, se dirigió a la cabecera mu-
nicipal para dar parte del suceso y, posteriormente, reunió a la población «ins-
tándola a no hacer un acto así»2, la cual se organizó para buscar al supuesto
agresor que, después de encontrado, fue detenido y encarcelado en unas condi-
ciones que desconocemos pues, si el padre de Rax cuenta que a su hijo le infli-
gieron un trato inhumano rrŭentras era arrestado: lo amarraron cual «animal» y le

2 Véase Reg. N.° 241-96; Of. 4.° Del Ministerio P ŭblico, Proceso N.° 117-96, Oficial 3.° Jdo.
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negaron el alimento durante todo el día, la versión de quienes le aprehendieron
niegan tales palabras.

De cualquier manera, los hechos desencadenaron una serie de acontecimientos
que no impactaron ŭnicamente en la persona del agresor sino también en cuantos fa-
miliares le rodeaban. En este sentido, el progenitor explicó cómo los miembros de la
comunidad intentaron expulsarlo a él con su mujer y la manera en que el esposo de
la víctima solicitó el traspaso de parte de las tierras de la familia como reparación
por el dario causado. A la esposa, hijas e hijo de Rax, en cambio, les mostraron su
comprensión al contar ella que habían sufrido en manos de su marido quien «la
mantenía celando sin razón alguna y amenazaba de matarla algŭn día».

El recién enviudado compareció formalinente en el Juzgado a presentar la de-
nuncia y exigió que Rax fuera «castigado conforme a la ley, en virtud de haber
privado de la madre a sus cinco hijos» 3 . Igualmente acudieron varios vecinos, in-
dividuos reconocidos por la comunidad, que fueron citados para declarar sobre los
hechos. Ellos, presa del miedo y angustiados a causa del rumor de que Pedro que-
ría matar a más personas, manifestaron, al ser entrevistados, su deseo de que no
regresara al lugar por temor a que reincidiera en los hechos y a que la propia fa-
milia del condenado se viera en peligro. Motivo, este ŭltimo, por el cual la misma
esposa reveló que ya no lo quería junto a ellos pues habían sufrido enormemente
con él y le tenían miedo, aunque, por otra parte, no deseaba que fuera ejecutado
con el fin de que sus hijos tuvieran la oportunidad de tener un padre vivo. Recla-
maron ayuda para poder visitarlo en la cárcel de la ciudad capital.

Todos/as los entrevistados en la comunidad de origen de Rax4, conforme la in-
dignación y el temor se iban disipando, aportaban datos acerca del estado mental
de Pedro, afirmando que se encontraba «enfermo de la cabeza» y se hallaba bajo
tratamiento. Esta infonnación suscitó todo tipo de reflexiones y que, más de
uno, al recapacitar sobre lo acontecido concluyera exculpándole por considerar
que, de haberlo hecho, no estaba sano. A pesar de comprender las circunstancias
en que se produjo el crimen y de hacer pŭblica su indignación por la condena a
pena de muerte, advirtieron, además, que no sabrían qué hacer con él si regresaba
pues el ŭnico ilonel (terapeuta) de la comunidad, que ya le había prestado ayuda
tiempo atrás, era ahora bastante anciano; motivo por el cual manifestaron su deseo
de que fuera condenado a prisión, no así a la pena capital.

3 Véase ampliación de la declaración del Señor C,esáreo Caal Tec. 2/10/96. Proceso N.° 117-96, Oficial
3.° Jdo. Del Ministerio Pŭblico.

Entrevistas realizwIns en la aldea Chipoc del mur ŭcipio de Cahabón, Alta Verapaz, el 9/1/98-9/99, así
como en la cabecera municipal de Cahab ŭn, Alta Verapaz, el 23/11/98.
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En realidad, la comunidad está poniendo de manifiesto los principios con-
suetudinarios que se han serialado frecuentemente para los mayas. Con respecto al
victimario, la integración en la comunidad está condicionada a lavar su pecado,
que en este caso equivale a curar su mal, cosa imposible ya que el terapeuta no
puede curarlo. Así sólo queda el alejamiento definitivo de la comunidad, de
modo que se estima conveniente el encarcelamiento para alejarlo; la pena de
muerte no se acepta porque ni restituye ni soluciona nada para la comunidad.

«MEJOR LO TENGAN ENCERRADO; PERO NO MATARLO»

El Estado de Guatemala, en el caso particular de Pedro Rax Cucul, no reco-
noció ni permitió el ejercicio del ordenamiento jurídico maya pero, más grave
aŭn, tampoco respetó ni aplicó correctamente las reglas internas del sistema de ad-
ministración de justicia estatal ya que si bien el Art. 4 de la Constitución Política
establece «libertad e igualdad para todos» y en el Art. 21 del Código Procesal Pe-
nal (CPP) se dicta la: «Igualdad en el proceso», ambas premisas fueron violadas,
en todas sus posibles aplicaciones, durante el curso del juicio. En este sentido,
como se constata en el caso de Rax, las normas más violadas son aquellas que ha-
cen referencia a la defensa de la persona (Artículo 12 de la Constitución), al de-
recho de defensa durante el proceso, a la igualdad, al derecho a elegir un traduc-
tor y, por ŭltimo, a ser juzgados en el propio idioma y que las actas procesales se
redacten simultáneamente en el idioma oficial y en el del procesado (Artículos 20,
21, 90 y 142 del Código Penal Procesal, respectivamente). Siendo esta ŭltima pre-
misa la más transgredida, hecho que corroboran tanto abogados mayas como la-
dinos al afirmar no conocer ni un sólo proceso que cumpla con lo estipulado por
dicha ley en caso que los imputados no hablen el idioma oficial; esta cuestión de-
bería ser suficiente para que los pleitos fueran anulados por incumplir los requi-
sitos establecidos legalmente.

De cualquier forma, estas irregularidades se materializaron en el caso Rax des-
de el inicio del proceso penal pues si bien al principio fue acusado de homicidio
simple y lesiones graves, al dictarse sentencia, se cambió la figura delictiva y le
fue aplicada una condena por asesinato; todo ello bajo el amparo del artículo 388
del CPP que estipula que el tribunal en sentencia podrá dar una calificación jurí-
dica diferente al del auto de apertura a juicio 5 . Pero, esta modificación no fue co-

5 Véase Proceso N.° 7-97 del Tribunal de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Arnbiente
de Alta Verapaz. Cobán, Alta Verapaz, 25 de junio de 1997.
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municada ni al reo ni al defensor, al cual le pasó inadvertido tal hecho a ŭn cuan-
do el artículo 374 del CPP contempla que «el presidente del tribunal advertirá a
las partes sobre la modificación jurídica...» La omisión de estas diligencias evi-
dencia la violación de las garantías constitucionales y procesales del réprobo; in-
fracción además agravada en tanto se dictó sentencia sin «haberse justificado ra-
zonablemente la calificación de peligrosidad social por la que se le impuso dicha
pena» (MINUGUA CVDH: 47).

Podría afirmarse entonces que Rax fue condenado a muerte, en nombre de la
«Repŭblica de Guatemala», con «mano dura» y una rapidez vertiginosa ya que
desde del debate pŭblico celebrado por el delito de asesinato hasta la condena a
pena de muerte, decidida por los jueces lanzando una moneda al aire (seg ŭn
cuenta un empleado del Organismo Judicial de Cobán a uno de los defensores p ŭ-
blicos), apenas transcurrió un día, el 25 de junio de 1997. Lo que sorprende es que
dicho dictamen fuera aplaudido incluso por agrupaciones sociales como la de Ma-
dres Angustiadas, la cual se pronunció a favor del fallo emitido «ya que seriala
que aparte de que el tribunal de Cobán, celebró un juicio con celeridad, se senta-
rán precedentes en el interior, para prevenir a los criminales de los riesgos que
afrontarán en caso cometan hechos de este tipo» (Siglo XXI del 27/6/97).

De cualquier forma, las pruebas 6 admitidas y consideradas para emitir sen-
tencia se basaron exclusivamente en presunciones e informes medicos legales;
cuando hablamos de presunciones nos referimos a que en ningŭn momento,
fueron expuestos objetos relevantes que evidenciaran la culpabilidad indudable
del condenado: se habló del machete que portaba al momento de su detención,
del antebrazo de la víctima que cargaba en un costado, de ropa ensangrentada
que supuestamente había abandonado en el domicilio de la fallecida y que no
fueron presentadas, así como algŭn dato que determinara su presencia en el lugar
del crimen como huellas dactilares, ADN, etc. Es más, los agentes del Ministerio
Pŭblico ni tan siquiera acudieron a inspeccionar el lugar de los hechos donde tie-
nen el deber y la obligación de averiguar la «verdad» pues, se supone son la fi-
gura del Estado que vela por la correcta aplicación de la ley (CPP). Por tanto, sus
acusaciones debieron ser fundadas, pero no en prejuicios. Así, al hacer mención
explícita de la carencia de pruebas objetivas no pretendo alegar la inocencia de

6 Los argumentos y pruebas en contra del condenado para llegar a la sentencia fueron: varios informes
médico legales oftciales sobre lesiones, autopsia, el estado psiquico del condenado, actas de reconocimiento
post-morten, certificación de partida de deftmción, testimonio de dos menores, de 6 y 14 años, familiares de
la víctima que actuaron como testigos presenciales de los hechos; testhnonio de tres adultos, uno de ellos el
esposo de la víctirna que no presenció los hechos y los dos restantes los que detuvieron al acusado al día si-
guiente del homicidio.
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Rax sino cuestionar la «investigación» y las bases materiales que justifican la
condena.

Al respecto, incluso en la Sentencia en Segunda Instancia, la Magistrada Pre-
sidenta razonó su voto de la manera siguiente: «En virtud de lo considerado en las
sentencias emitidas por el Tribunal de Sentencia de Mérito y en esta Sala de
Apelaciones, se han vulnerado derechos constitucionales de Pedro Rax Cucul, al
haberse aplicado la pena de muerte, en abierta contradicción con lo establecido en
la Constitución Política de la Repŭblica, considerándolo una «monstruosidad ju-
rídica», razón por la cual no avaló tal inconstitucionalidad, que conlleva quitarle
la vida a Pedro Rax Cucul». En este sentido, la Magistrada Presidenta7 , conside-
ró que los testimorŭos de los menores debían tomarse como indicios y no como
datos irrefutables y directos; además, hizo mención a la imposibilidad de de-
mostrar, durante el debate, la existencia real y legal del brazo derecho de la vic-
tima debido a que no fue practicado reconocimiento pericial que lo avalara como
prueba; hechos por los que concluyó que, en contra del imputado, ŭnicamente ac-
tuaba la declaración de los menores de edad. Sin embargo, por votación mayori-
taria, se declaró improcedente el recurso de apelación especial interpuesto a favor
del acusados.

A pesar de la gravedad de todo lo anterior, existe otro aspecto en donde se co-
mete, más frecuentemente, la contravención de la norrnativa y es que, conforme el
ordenamiento legal, el Estado está obligado a proporcionar traductor o interprete
al imputado si éste no hablara el idioma oficial; cuestión contemplada, en los si-
guientes términos, por el artículo 142 del CPP: «Los actos procesales deberán
también realizarse en idioma indígena y traducidos al español simultáneamente.
En este caso, las actas y resoluciones se redactarán en ambos idiomas». El in-
cumplimiento de proporcionar un traductor/intérprete cualificado de manera per-
manente en los procesos, y en todos aquellos espacios que lo requieran las per-
sonas, de acuerdo a investigaciones realizadas 9, son hechos comunes que sufren
los mayas y es por ello que una «norma... no resuelve el problema de la desi-

7 Libro de Votos. 9 de septiembre de 1997. Secretaría Sala Duodécima de la Corte de Apelaciones. Pro-
ceso N.° 180-97.

8 Acta del Debate Oral y Pŭblico. Juicio Oral N.° 180-97. Sala Duodécima de la Corte de Apelaciones.
9 de septiembre de 1997.

9 Tojín, 1998, Morales 2000 y entrevistas a varios abogados mayas litigantes de diferentes regiones e
instituciones como el de la Defensoría Maya, la Procuraduría de Derechos Humanos del área de asuntos in-
dígenas y el Instituto de la Defensa Pŭblica. En esta ŭltima, no hay intérprete asignado a pesar de las ca-
racterísticas de gran parte de la población atendida, indígenas de escasos recursos. Entrevistas efectuadas en
mayo de 2000.
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gualdad étnica, lingŭística y cultural de éste país» (Sam Colop, Prensa Libre:
14/4/99). Así, existen regiones como Sololá en que las personas que acuden a los
juzgados, con frecuencia, se ven en la imperiosa necesidad de llevar a sus pro-
pios traductores no ya porque prefieran uno de confianza sino por la inexistencia
de éstos; o como sucede en Cobán, Alta Verapaz, donde es usual que los q'eqchi'
se costeen intérpretes personales para las diligencias que deban efectuar en las di-
versas entidades estatales; e incluso, en el Quiche y Salamá, Baja Verapaz, don-
de la sátira se agudiza cuando los empleados del juzgado y/o dél Ministerio
Pŭblico salen a la calle a buscar traductores debido a que no los hay asignados'°.
De hecho, «las poblaciones son atendidas por juzgados cuyos empleados, en su
mayoría, no pertenecen a las comunidades en donde están instalados los órganos
del Sistema Oficial de Justicia, lo cual tiene implicaciones adversas en la fluidez
de la comunicación y, por lo mismo, en la impartición de justicia» (URL, 1998:
78).

No obstante, de nuevo en el caso de Rax, advertimos que en su expediente
aparecen notas firmadas por los jueces, en varios de los folios, que hacen alu-
sión a la existencia de un traductor o intérprete durante el proceso; éstas ex-
presan lo siguiente: «...realizará las traducciones que fueren pertinentes», «en
caso fuere necesario... para que realice las traducciones de las declaraciones
que fueren necesarias». Ello corrobora que la normativa fue nuevamente in-
cumplida en tanto el acusado resultó privado del derecho a la información y a
una defensa legítima durante el proceso en el cual se decidía su destino. El de-
fensor de oficio calificó lo anterior como transgresión de la Ley y una violación
a los derechos y garantías previstos tanto en la Constitución como en las nor-
mas internacionales ratificadas por Guatemala; además afirmó «no haber teni-
do... la asistencia de intérprete... pues la tuvo sólo para deternrŭnados actos, con
lo cual se restringió su derecho de defensa» 12 y, asimismo, acusó a los culpa-
bles de haber soslayado el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos
Indígenas y demás instrumentos internacionales relacionados con los Derechos
Humanos.

Se entrevistó al abogado Martín Sacalxot, encargado de asuntos indígenas de la Procuraduría de los
Derechos Humanos de Guatemala, quien expresó que en Sta. Cruz del Quiché no existen irttérpretes asig-
nados que hablen lxil motivo por el cual el personal del Juzgado sale a la calle en busca de personas que ha-
gan las veces de intérpretes en algunas de las diligencias del momento. Asimismo, cuenta un defensor p ŭ-
blico, que en el Juzgado de Salamá no hay intérpretes que hablen Achí por lo que proceden a pedirle al
vendedor de chicles de la esquina su colaboración. Entrevistas realizadas en mayo y junio de 2000.

' I Actas Procesales del Tribunal de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente de
Alta Verapaz, Cobán, 5 de junio de 1997. Proceso N.° 7-97.

Recurso de Apelación Especial presentada en contra de la Sentencia del veinticinco de junio de 1997.
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Al respecto, en la Sentencia de Segundo Grado, que resolvió como improce-
dente el Recurso de Apelación Especial interpuesto por la defensa, se argumentó
que fue asistido por traductor «... pues consta que en varias oportunidades, éste
respondió a las preguntas que se le formularon... en consecuencia... sí conoció y
entendió las declaraciones y respuestas de los testigos»"; cuestión que MINU-
GUA rebatió alegando que «el condenado no contó con asistencia de intérprete en
importantes actos de tramitación judicial. En la fase de ejecución del proceso no
tuvo traductor designado por el tribunal que le asistiera en las diferentes diligen-
cias judiciales. La ausencia de un intérprete, en su relación con el defensor, limi-
tó gravemente sus posibilidades de defensa» (CVDH 2000 Caso 50: 47). De este
modo, todo ello no hace más que evidenciar la poca sensibilidad y escasa di-
mensión que se confiere a la diversidad lingiiística del país y las repercusiones de
este talante en un proceso judicial pero, especialmente, denota la discriminación
que padecen los idiomas indígenas y sus hablantes dentro del Estado" en situa-
ciones tan comprometidas como es el enjuiciamiento de un individuo. De tal
manera que un procesado que no hable el idioma oficial basta que diga y entien-
da unas cuantas palabras, no importando si maneja el código lingiástico del juz-
gador, para ser juzgado. En este sentido, es lógico que Rax comprendiera a los
testigos, como también lo es el hecho de haber dado respuesta a los interrogantes
que le fueron formulados, puesto que eran q'eqchi', lo cual no indica que le tra-
dujeran de manera simultánea todas las diligencias del proceso; motivo que sus-
citó que el defensor mentara el hecho de una traducción parcial producida en una
única vía: hacia él, pero no para él y menos para su defensa.

Además, los funcionarios ts , hicieron creer que las garantías constitucionales y
procesales estaban garantizadas así como que la cuestión lingllística se hallaba re-
suelta por el simple hecho de asignar intérprete, de manera oficial y por escrito,
para el curso de determinados trámites; pero la realidad era bien distinta pues, con
anterioridad al 6 de noviembre de 1998, las diligencias y notificaciones le habían

13 Acta del Debate Oral y Pŭblico. Juicio Oral N.° 180-97, de la Sala Duodéc ŭna de la Corte de Ape-
lación del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Arnbiente. 9 de septiembre de 1997, Ciudad de
Guatemala.

14 En el fitulo ffi Disposiciones Transitorias, Art. 547 dice: «Para los efectos de los idiomas mayenses
a que se refiere el artículo 142 de éste Código, el Organismo Judicial deberá organizar en un plazo de dos
años la implementación de los mecanismos necesarios para su funcionamiento». Sin embargo, como diría
Sam Colop, «ese plazo venció hace buen rato» (en el 96), pero ha pasado inadvertido como si fuera cual-
quier otra disposición sin transcendencia para las altas autoridades de dicha entidad.

15 Informe enviado al Presidente del Organismo Judicial y de la Corte Suprema de Justicia por el Juez
Primero de Ejecución Penal con relación a un oficio N.° 18-99 VMRW/Kdec en el que se le solicita infor-
mación sobre el caso en mención.
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sido comunicadas al reo en el idioma oficial así, al preguntarle a Rax qué hacía
con ellas respondió que los «papeles» que le llegaban, o entregaban, los rompía o
empleaba para el sanitario debido a que desconocía su utilidad; incluso llegó a
creer que le eran enviados para «molestarlo» o dar aviso del día en que lo iban a
ejecutar. A partir de dicha fecha, a petición de la defensa, le fue asignado un in-
térprete para asistir al médico forense del Organismo Judicial con la finalidad de
ser evaluado en el lugar de reclusión. Posteriormente, el 13 de enero de 1999 y en
febrero del mismo ario, se cumplió igualmente este requisito para asistir a la psi-
cóloga y el psiquiatra propuestos por la defensa con el mismo propósito.

Con relación a que las actas procesales no se redactaran en el idioma del
imputado, tal y como lo estipula el Código Penal Procesal, se interpuso el Recurso
de Casación rechazado por la Cámara Penal de la Corte Suprema de Justicia
auspiciándose en el argumento de que debió reclamarse en los inicios del proce-
so. La pertinencia de redactar las actas procesales en el idioma del acusado no
debe entenderse como una simple formalidad que ha ser cumplida porque la ley lo
estipule sino porque constituye una herramienta ŭtil la cual permite verificar la co-
rrecta traducción o interpretación del discurso de los sujetos procesales. De este
modo, en el caso que nos ocupa, dicha violación fue decisiva para establecer la
condena a pena capital ya que no es igual el discurso de un enfermo mental, como
ocurre, que el proferido por un individuo sano. Tal es así que cuando existen evi-
dencias de trastomos psicológicos se convierte en una necesidad imperiosa co-
nocer el idioma del enfermo, o al menos contar con un traductor/intérprete ex-
perto, con el objetivo de no omitir las alteraciones de las ideas y del pensamiento,
u otras que presente, pues para el afectado, regularmente, posee significado lo que
dice aunque para el resto no sea más que un discurso incongruente y abstracto.
Por otro lado, en el caso penal, de lo que se trata es de hacer valer el derecho a la
inirnputabilidad, tal y como lo estipula el Código Penal en su Artículo n ŭmero 23;
en este sentido los peritajes son esenciales y determinantes para llegar a decidir
acerca de la libertad o incluso sobre la vida de los condenados.

El cuadro de sintomas que presenta el sentenciado coincide con la Paranoia
o Trastomo de Ideas Delirantes (Pop 1998/9; Kepfer 1998/9) 16 y- se caracteriza
por una serie de concepciones erróneas de manera persistente. Si se tiene opor-
tunidad de acceder al discurso del enfermo puede constatarse su trastorno y, a
excepción de cuando se agudizan los delirios, es posible advertir con claridad

16 Informe psiquiátrico y psicológico presentado por el Dr. Rodolfo Kepfer y Licda. Amanda Pop al
Instituto de la Defensa Pŭblica con fecha 11 y 12/11/98, e informes presentados al Juez Primero de Eje-
cución Penal del Organismo Judicial con fecha 19/1/99.
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los sffitomas en el comportamiento general; cuestiones que determinan, en
este caso particular, que la redacción de las actas procesales en el idioma del
imputado estén estrechamente vinculadas con aquellos derechos relativos a la
defensa y a un proceso justo, algo que no debió pasar inadvertido. Es decir, el
sentido que puede dar el traductor borra los sinsentidos del discurso real del en-
fermo.

Violaciones como la anterior tienen salidas delirantes para los funcionarios del
sistema, pero cuando el incumplimiento de las formalidades se produce del lado
del desvalido, los funcionarios ejercen el poder de manera cinica; tal y como ocu-
rrió cuando fue rechazado el Recurso de Revisión contra la Sentencia a Pena de
Muerte en perjuicio de Rax' 7 en tanto que no cumplia los requisitos de forma en la
presentación de documentos' 8 . Contra dicha resolución se procedió a presentar
Recurso de Reposición el cual fue declarado improcedente por la Corte Suprema
de Justicia; hecho que, nuevamente, contravino el articulado, concretamente el nŭ-
mero 18 de la Constitución que cita lo siguiente: «Contra la sentencia que im-
ponga la pena de muerte, serán admisibles todos los recursos legales pertirten-
tes...» 19.

COPADO EN TODOS LOS FRENTES

Aunque parezca contraproducente, la transgresión de las reglas del sistema en
el proceso de administración de justicia no es una práctica exclusiva y reservada
a la parte demandante sino que, en numerosas ocasiones, son los mismos aboga-
dos defensores los que, en perjuicio de su defendido, infringen las pautas legales
que determinan un óptimo proceso judicial y garantizan el derecho a la defensa
que posee todo acusado. En este sentido, podría decirse abiertamente que el pri-
mer defensor de oficio del Instituto de la Defensa Pŭblica que atendió el caso de

17 Véase resolución de 18 de enero de 1999 dictada por la Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal.
18 El artículo 33, inciso 10, de la Ley de Timbres Fiscales y de Papel Sellado Especial estipula las con-

diciones forrnales que deben cumplir estos documentos: no contener más de veinticinco renglones y pose-
er un margen izquierdo de cuarenta milímetros como mínimo.

19 Véase expediente de Acción Procesal de Amparo interpuesta por el abogado Edgardo E. Enríquez
Cabrera ante la Corte de Constitucionalidad en contra de la resolución que negó la admisión del Recurso de
Revisión contra la Sentencia de Pena de Muerte dictada el 25 de junio por la Cámara Penal de la Corte Su-
prema de Justicia. Amparo declarado con lugar el 5 de mayo de 1999 por la Corte de Constitucionalidad
para darle trámite al Recurso de Revisión y posteriormente la Corte Suprema de Justicia celebró una au-
diencia pŭblica sobre el Recurso de Revisión procediendo a rechazarla, quedando como ŭnica salida la so-
licitud del Recurso de Gracia Presidencial.
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Rax lo despojó de dicho privilegio al no accionar a tiempo los mecanismos lega-
les de que disponía para resolver, favorablemente, la situación del acusado pues
ofreció pruebas a favor de su defendido 14 meses (18/4/97) después de estar
éste en prisión preventiva. Pruebas, por otra parte, admitidas el 5 de junio de 1997
y referidas a los antecedentes penales y policíacos del ya entonces reo, el parte del
Alcalde Municipal de la localidad (que fmalmente no aportó), el parte sobre la
conducta mantenida en la comunidad (que tampoco presentó) y el informe so-
cioeconómico de la trabajadora social del Juzgado.

Igualmente, en el transcurso del debate en el que Rax estaba siendo senten-
ciado a la pena de muerte (25 de junio de 1997) no alegó inocencia, ni tan si-
quiera cuestionó las declaraciones de los menores, de 6 y 14 arios, y demás tes-
tigos pero, más grave aŭn es el hecho de que tampoco presentó objeción alguna
a los datos ofrecidos por el Ministerio Pŭblico. Al respecto, el defensor arguyó no
tener «referencia... en cuanto al ilícito penal por el que se juzga a su defendido;
sin embargo, después de lo escuchado durante el desarrollo del debate cabe
analizar... si realmente el autor haya cometido el hecho con dolo e intensión
(sic)... ya que en la argumentación del procesado... hay cierta confusión en sus
declaraciones... por lo que a juicio de la defensa vale analizar profundamente... en
cuanto al estado emocional del acusado... no se puede decir que... haya cometido
el hecho con premeditación y dolo elementos estos que tipifican el delito de ase-
sinato»20.

A pesar de todo ello, hay que reconocer que el abogado se enfrentaba además
a una serie de dificultades tales como la barrera lingriística entre ambos y las li-
mitaciones temporales y de recursos, pues él era el ŭnico defensor de oficio, en
ese entonces, para todo el departamento de Alta Verapaz. Ambos factores, sin
duda alguna, incidieron en la escasa efectividad de su labor aunque la ausencia de
traductores y el limitado n ŭmero de defensores no es problema del imputado
sino del Estado; por lo tanto es imposible que dichos argumentos justifiquen
tanto el retraso de 14 meses como el hecho de no haber defendido de manera con-
tundente al acusado. Igualmente puede acusarsele de no emplear los medios po-
sibles para comunicarse con Rax y no formular en su momento las alegaciones
pertinentes frente a las transgresiones cometidas en su contra. De hecho, podría ar-
griirse que actuó como otro acusador al haber dado por sentado que su protegido
era el causante del crimen, a sabiendas de que no se efectuó investigación alguna
al respecto, y de que se desconfió del testimonio de su cliente no así del de los tes-
tigos que lo acusaban. Incluso, llegó al extremo de solicitar, como aparece en el

20 Acta de Realización del Debate. 25 de junio de 1997. Causa N° 7-97.
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Recurso de Apelación Especial respectivo, que se dictara la sentencia correspon-
diente, declarando que «Pedro Rax Cucul, es autor responsable del delito de ho-
micidio, cometido en contra de la vida de Maria Tec Chub; ... Que por tal ilícito
penal, se le impone la pena de ocho arios de prisión inconmutable, con abono de
la prisión sufrida... ».

Sobre este aspecto, MINUGUA advirtió que a Rax se le «violó... su derecho a
la defensa al omitir el defensor el planteamiento de cuestiones sustantivas en la
fase del debate y en la de impugnación. Finalmente, en la etapa de ejecución la
defensa se inhibió de interponer recursos legales por disposición de la Dirección
del Instituto de la Defensa Pŭblica Penal»2'.

De este modo, si la gravedad en que incurrió inicialmente la defensa pudiera
deberse a un grado extremo de acomodamiento dentro del sistema, irresponsabi-
lidad y falta de ética en la labor desemperiada, es pertinente mencionar, sin em-
bargo, que la actuación del abogado defensor actual es digna de ser emulada
por otros defensores pŭblicos pues ha demostrado responsabilidad, compromiso y
solidaridad con el enfermo y víctima del sistema; asimismo ha empleado los re-
cursos que han estado a su alcance para evitarle más perjuicios de los que ya le
hayan sido ocasionados.

EL CASO DE RAX CUCUL FRENTE A UN CONTEXTO
IDEOLÓGICO ADVERSO

Ante todos los incidentes narrados con anterioridad, siempre es pertinente
preguntarse acerca de los hechos que estaban ocurriendo en el país durante los
meses precedentes a la condena de Rax, ya que, quizás, este acercamiento arro-
je luz sobre el caso particular que nos ocupa. En este sentido, en Guatemala, la
situación polftica se hallaba marcada por la reciente firma de los Acuerdos de
Paz (29 de diciembre de 1996) y la entrada en vigencia el Convenio N.° 169 so-
bre Pueblos Indígenas y Tribales de la OIT (ratificado por Guatemala el 5 de ju-
nio de 1996, entrando en vigor en junio del ario siguiente); asimismo, comen-
zaban a oírse voces que hacían alusión a una posible reforma de la Constitución
Polftica, e incluso varios dirigentes mayas demandaban una democracia parti-
cipativa.

Por otro lado, los medios de comunicación escrita se hacían eco de la realidad
social del país y daban cuenta de la ola de secuestros de personas acaudaladas, la

21 Décimo Informe sobre Derechos Humanos 2000: 19.
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proliferación del narcotráfico y la presencia cotidiana de la violencia comŭn;
además incidían, frecuentemente, en las habituales demandas de los sectores de
poder para asegurar la propiedad privada amenazada por la invasión de fmcas, el
clamor por la seguridad ciudadana y politización de la inseguridad civil 22 . Es más,
editoriales de medios escritos exigían el castigo del crimen y se gestaban críticas
contra el sistema de justicia por no aplicar con firmeza la ley contra los delin-
cuentes, sobresaliendo la opinión de los sectores adinerados. Todo ello provocó
giros en el sistema judicial, especialmente en el abordaje, tipificación y condena
de ciertos delitos, como el secuestro 23 , del que estaban siendo afectadas las fami-
lias más pudientes.

Pero además, también puede ejemplificarse, a través de varios casos penales,
la manera en que influye la ideología dominante cuando los delitos se cometen
contra determinada etnia y/o personas a las que se les asocia, o militan, con de-
terminada ideología, que se cree, atenta contra la hegemónica. Así, cuando las
víctimas son mayas, la tendencia en la administración de justicia parece susten-
tarse en el desaire e indiferencia con que se aplica la ley, llegando incluso a res-
tar importancia al suceso cuando se trata de unas vidas y libertades abiertamen-
te despreciadas. En este sentido, los casos Noriega 24 , Río Negro25 , Xaman26,

22 Se quiso impulsar el mes de mayo de 1997 como «mes contra el secuestro» por parte de uno de los
partidos políticos de la oposición (Frente Republicano Guatemalteco, FRG) asociado con otro grupo in-
fluyente (Guardianes del Vecindario) contra el partido político oficialista (Partido de Avanzada Nacional,
PAN) debido a que en ese mismo mes pero un afio atrás fue secuestrada y asesinada la hija de una familia
acaudalada.

23 Fue reformado el Art. 201 del Código Penal, por el Art. 1 Decreto 14-95 del 16 de marzo de 1995,
ampliando la pena de muerte a secuestradores.

24 El ex-comisario ladino Cándido Noriega fue acusado de cometer 155 delitos graves contra la co-
munidad de Tululché, el Quiché, durante el conflicto armado en 1982. Fue absuelto en dos juicios conse-
cutivos por falta de pruebas. En el tercer juicio se le declaró culpable por el delito de ocho homicidios y se
le imputó una condena de 220 años de los que ŭnicamente cumplirá treinta..

25 Hace referencia a tres mayas ex-patrulleros de autodefensa civil acusados de cometer 143 delitos gra-
ves durante el cortflicto armado de 1982 en Río Negro Rabinal, Baja Verapaz. En este proceso testificaron
18 mayas, aproximadamente, de etnia Actŭ. Los imputados fueron hallados culpables en el caso de dos ho-
micidios y sentenciados por ello a la pena de muerte. Diverge del caso Noriega en que les fite ratificado, por
segunda vez consecutiva, la pena capital que posteriormente conmutaría la Corte Suprema de justicia ins-
tando al cumplimiento de treinta años de prisión (Prensa Libre 8/10/99:2).

26 Caso que hace alusión a la masacre cometida por una patrulla militar contra 11 retornados y 9 le-
sionados de gravedad en la comunidad Aurora el 8 de octubre, en Xaman, Chisec, Alta Verapaz, el 5 de oc-
tubre de 1995. Fueron condenados a la pena de 4 y 5 afios de prisión conmutables por cinco quetzales dia-
rios por homicidio y homicidio en complicidad; sin embargo los hechos tienen la figura delictiva de
ejecución extrajudicial. Recientemente ha sido anulado el fallo por la Cámara Penal de la Corte Suprema de
Justicia debido a que se carecía de los requisitos formales y esenciales de ley.
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Poou" y otros, ilustran la arbitrariedad de la justicia al no juzgar los delitos por
los hechos en sí mismos sino por quién o quiénes son cometidos, contra quién o
quiénes se perpetran, qué representan y qué lugar ocupan, víctima y agresor, en
la sociedad. De manera que se evidencia cómo la subjetividad y la ideología do-
minante emplean la «ley» a modo de «premio» o «castigo» por los hechos co-
metidos.

Llegados a este punto cabe preguntarse qué elementos en comŭn poseen di-
chos sucesos y en qué difieren de la situación de Rax; por qué existen casos que
aun compartiendo la misma figura delictiva no se corresponden en la tipificación
de las penas, o incluso aquellos otros que no concuerdan ni con la figura delictiva
ni aun con la sanción impuesta. La similitud entre los diversos hechos mentados
anteriormente y el caso de Rax es que, en todos ellos, las víctimas y los/as testigos
fueron mayas; sin embargo, difieren en la imagen del malhechor pues en unos ca-
sos son agentes del Estado con mayor o menor jerarquía y poder, en el caso de
Rax, solamente es un campesino ananimo. Esta diferencia se traduce en el pro-
ceso penal en un continuo regateo en la calificación del delito y de las condenas
impuestas, pero, no obstante, estas figuras (policías, patrulleros, soldados y co-
misionados) no son «intocables» por lo que ha sido posible enjuiciarlos o dete-
nerlos (caso Poou).

Pero, la discrúninación relativa al trato que reciben unos y otros por parte del
sistema de justicia no hace alusión, exclusivamente, a cuestiones raciales como las
referidas anteriormente sino que, además, se dilatan para englobar aquellas dife-
rencias derivadas de la posición que se ocupe dentro de la sociedad y la actividad
que se desemperie en el interior de la misma. Al respecto, es más asequible con-
ferir credibilidad al testimonio de nirios mayas como prueba objetiva para con-
denar a la pena de muerte a un maya de pobreza extrema, analfabeto y monolin-
grie, que a la declaración de un centenar de mayas contra individuos de su misma
etnia que fueron o son agentes del Estado acusados de masacres. Por idéntico mo-
tivo, parece comprensible que cuando es solicitada a los administradores de «jus-
ticia» la revisión de las condenas, éstas sean conmutadas si pertenecen a la cate-

Se trata de la ejecución extrajudicial del campesino q'eqchl Rodrigo Larios Poou cometida por dos
agentes de la Policía Nacional Civil en San Juan Chamelco el 18/8/99, Alta Verapaz, en donde le dieron
muerte, a golpes, por haber sido sorprendido orinando en la vía pŭblica y donde su acompariante quedó gra-
vemente herido. El fallecimiento no se produjo en el instante sirto que tras la paliza fueron encarcelados. A
pesar de las pruebas que acusaban a uno .de los agentes de haber propinado los golpes la detención por ho-
micidio se produjo seis meses después del suceso. (Prensa Libre 23/8/99: 3; Expediente EIO-00B-03-99/DI
de la Procuraduría de los Derechos Humanos del 6/112000, Registro de Ingreso de la cárcel de Cobán, Alta
Verapaz). El proceso está en curso.
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goría de «indios ŭtiles» y, por el contrario, denegadas si se trata de un «indio
loco« o «indios anónimos y/o peligrosos»; o que se contrarresten delitos y se im-
pongan menores sanciones a «masacradores de indios» que a secuestradores.

Recapitulando, resulta más habitual calificar de asesino a un indígena, aunque
los hechos no lo evidencien, que a un policía ladino por ejecución extrajudicial
pues en el fondo de tales prácticas subyace la idea delirante del «etemo odio del
indio» o del «indio peligroso». Pero, además, cuando el poder que se ejerce es ex-
temo y determinante, entonces es más simple condenar a 30 años de prisión a
unos ex-agentes de «seguridad del Estado» que a otros, que al momento de co-
meter sus delitos, se encontraban de servicio, con lo cual terminan siendo respal-
dados por las instituciones a las que pertenecen.

No importa si hay pruebas o no, «la relación del sujeto con la verdad, o sim-
plemente la relación de conocimiento, es perturbada, oscurecida, velada por las
condiciones de existencia, por relaciones de existencia, por relaciones sociales o
formas polfticas impuestas, desde el exterior, al sujeto del conocimiento. La ide-
ología es la marca, el estigma de estas relaciones políticas o económicas de exis-
tencia, aplicado a un sujeto de conocimiento que, por derecho, debería estar
abierto a la verdad» (Foucault 1998: 32).

... CUANDO DESPIERTO YA ESTOY EN EL CAMINO

En tanto que se agotaban los procedimientos para evitar la ejecución de Rax,
y mientras estaban expectantes ante la resolución de la solicitud del Recurso de
Gracia, diversos sectores opinaron que el Presidente de la Rep ŭblica tenía que de-
negarlo, alegando para ello que la aplicación de la ley debía imperar para forta-
lecer el Sistema de Justicia y que Rax había disfrutado de «un debido proceso» y
había sido «vencido en juicio demostrando su culpabilidad».

Dicha opinión no fue compartida por el Presidente quien, en el anuncio del
otorgamiento de la Gracia Presidencial a Pedro Rax Cucul, manifestó: «En este
caso no hubo legítima defensa; él no fue juzgado en su idioma q'eqchi —y no
hablaba espariol; además se consideraron otros aspectos» (Prensa Libre 2000: 3).
Afirmación que llega a corroborarse el 31de mayo de 2000" en los siguientes tér-
minos: «El caso del reo Pedro Rax Cucul reviste características muy peculiares
derivadas de que no se tiene certeza de que el sistema haya operado bajo la sabia
nutriente del valor justicia, pues el propio sistema hace presumir que el reo, por

28 Acuerdo Gubemativo N.° 236-2000.
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razón de su idioma y de su educación no comprendió la situación a la que estaba
siendo sometido y por deficiencias del propio sistema no puede afirrnarse que se
haya cumplido de forma cabal con el gran postulado tutelar contenido en el artí-
culo 12 de la Constitución Política de la Rep ŭblica de Guatemala. Por lo mismo,
ejecutar la sentencia con la pena de muerte puede resultar un dario irreversible en
este caso concreto y cuyas características son tan especiales, al extremo de fun-
damentar una extraordinaria decisión del Gobiemo de la Rep ŭblica como es la de
conmutar la pena de muerte impuesta a Pedro Rax Cucul, por la inmediata infe-
rior».

Las reacciones en contra de tal resolución no se hicieron esperar hasta el
punto de lanzar especulaciones sobre los motivos de tan insensato y banal fallo.
Se vertían opiniones que achacaban la discutida concesión a una actitud «popu-
lista» del Presidente a quien, además, acusaban de «burlar la ley al invadir la ju-
risdicción del Organismo Judicial»; incluso llegó a insinuarse que la pena había
sido conmutada debido a la cualidad de indígena del acusado. De cualquier
modo, ni la explicación de la incorrecta aplicación de la ley ni el grito de las su-
puestas causas colmó el ansia de diversos sectores de la población (e incluso de
individuos que se identificaban como pro «derechos humanos», de «izquierda», de
«ultra derecha» o de «sectores populares») dispuestos a aplaudir la ejecución de la
condena y «cumplir con lo que dicta la ley y hacer justicia».

Las organizaciones mayas y pro derechos humanos respondieron nuevamen-
te con un aberrante silencio aun cuando hubo un reconocimiento del mandatario
de que el imputado no fue juzgado en su propio idioma. Entre tanto, el propio
Rax, al enterarse de la noticia reaccionó indiferente y dijo: «gracias a la ley que ya
no me van a matar... pero, tal vez sólo me están engariando para después matarme
de sorpresa»29.

lrónicamente, no se habría dado pie a toda esta polémica si se hubiera aplica-
do el Art.23 del Código Penal pues en él se contempla la inimputabilidad a los
menores de edad, deficientes y enfermos mentales... Y es que, ya desde el inicio
del proceso, los operadores de justicia seguramente habían percibido algunos
indicios de la enfermedad del acusado tal y como lo demuestran las cuestiones a
que fue sometido. De este modo, dicha sospecha suscitó, primeramente, la pre-
gunta de si padecía trastomos mentales", a lo que contestó: «a veces me levanto
en la noche y cuando despierto ya estoy en el camino». Aprovechando esta res-

29 Entrevista mantenida entre Pedro Rax Cucul y la autora en la Granja Pavén, el 1/6/2000.
3° Segŭn consta en las actas de los Juzgados de Paz Comarcal del municipio de Cahabén y Cobán, Alta

Verapaz, con fechas 14, 18/1/96 y 25/6/97.
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puesta trataron de indagar acerca del suceso formulando el interrogante de si
había llegado a la casa del vecino, Rax expresó: «yo no sé si llegué a la casa de mi
tío esa vez, porque yo estaba alterado... yo no me acuerdo haber Ilegado allí (se
refiere al lugar de los hechos)... nunca ha agredido a nadie, pues (sic) sus amigos
no le han contado nada...». Asimismo le preguntaron desde cuando padecía tras-
tomo mental y dijo: «hace como cuatro arios»; afirrnación que negó con poste-
rioridad y que ha reiterado hasta la fecha comentando ŭnicamente, en las escasas
ocasiones en las que ha hablado sobre el tema, haber asistido con el ilonel (tera-
peuta) por otro tipo de enfermedad pero no mental.

El psiquiatra del Ministerio P ŭblico que le practicó una evaluación, a pesar de
ser monolingile castellano, de desconocer las características culturales del reo y de
no estar acreditado por ninguna Universidad en dicha especialidad, concluyó de-
clarándolo «normal». No obstante, además de las irregularidades, esta evaluación
resultó decisiva en el juicio y motivó en la defensa la solicitud de anulación del
dictamen por usurpación de calidad y funciones de psiquiatría, cuestión que fue
denegada. Por el contrario, el Magistrado del Juzgado Segundo de Primera Ins-
tancia Penal, al dictar auto de prisión preventiva, ordenó: «Por estimarse necesa-
rio enviese a reconocimiento médico al sindicado... a efecto de establecer si el
mismo sufre de transtomo mental permanente o temporal» 31 . Es de notar en la cita
anterior que el profesional no llegó a cuestionarse en ningŭn momento la exis-
tencia de la enfermedad, sino el carácter y tiempo de padecimiento de la misma;
aspecto entendible, puesto que es difícil no percibir el discurso de un enfermo
bajo crisis aguda de Trastomo de Ideas Delirantes, en el que es frecuente que exis-
ta deterioro severo en el comportamiento, como en otras psicosis, que pueden al-
terar gravemente la cordura y la razón hasta el extremo de llegar a cometer crí-
menes, más aŭn si las ideas delirantes son de tipo persecutorio.

En el resto de declaraciones, Rax, continuó mostrando incoherencia y confu-
sión en el pensamiento, además de lagunas en la memoria. En el registro de de-
tenciones de la cárcel de Cobán", Alta Verapaz, facilitó el nombre de su primera
esposa, quién había fallecido 17 años antes, como la persona de su confianza. Los
datos que aportó33 acerca de su actual familia no coinciden con la realidad en

31 Veáse Acta Procesal de la prisión preventiva dictada el 18 de enero de 1996 por el Juzgado Segun-
do de Primera Instancia Penal, Narcoactividad y delitos contra el Ambiente de Cobán, Alta Verapaz.

32 Formulario N.° 18 de la Dirección de Estadística Judicial, Registro de Detenciones con fecha 14 de
enero de 1996, en Cahabón, Alta Verapaz. La señora falleció el 19/12/79, fecha que se confirma con la cé-
dula de vecindad del reo. Informe de la Trabajadora.Social de 11/10/96.

33 Informe de la T.S. del Juzgado Segundo de Prirnera 1nstancia con fecha 11/1/96, e Informe de la T.S.
del Instituto de la Defensa P ŭblica con fecha 28/9/99.
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cuanto a nŭmero, género y edad de los hijos/as. En general, el discurso del reo se
caracteriza por incoherencias y disociaciones entre los hechos que él mismo relata.

Segŭn los testimonios proferidos por varias personas de la comunidad, como
la familia de la occisa, el ex alcalde auxiliar de la comunidad del ario en que fue
detenido el condenado, el alcalde auxiliar de la aldea del ario en que se realizaron
las entrevistas, miembros del comité de la comunidad, principales, laj ilonel, el
hijo del terapeuta, familiares del reo y otros de miembros y vecinos, incluyendo a
varios de los que declararon durante el proceso del juicio, Pedro presentaba
tecedentes de trastorno mental desde varios años atrás. Afirmaciones que se co-
rroboran en la investigación efectuada donde se estimó que la enfermedad tuvo su
inicio, más o menos, a los 16 o 17 arios (se calcula entre el ario 73 o 74) a raíz de
una de las «agarradas» realizada por el Ejercito en su comunidad, para prestar ser-
vicio militar. El ilonel aseguró34 haber atendido varias veces a Rax por kaan
kaan li ru" (está loco o transtomado mental).

Es fundamental destacar que el comportamiento del reo está catalogado como
locura dentro de la misma comunidad, lo cual permite excluir otras interpreta-
ciones referidas a los hechos. Si para la comunidad el comportamiento de Rax, ra-
tificado por el diagnóstico del terapeuta, es evidencia de locura, varios especia-
listas y siquiatras, consideran sus comportamientos como normales para la cultura
del condenado. Así hablan que es producto de su cultura que el reo escupa cons-
tantemente, su falta de higiene, el caos en sus pertenencias personales, la des-
confianza extrema que demuestra, etc.

El ŭnico recurso concedido a la defensa fue la posibilidad de que se le efec-
tuara una nueva evaluación psiquiátrica; evaluación realizada, esta vez, en el
Hospital Nacional de Salud Mental por el Dr. Carlos Federico Mora, dictami-
nando que el paciente se hallaba dentro de los límites normales. A esta conclusión
se llegó, nuevamente, sin cumplir los mínimos requisitos de una evaluación psi-
quiátrica, incluyendo la ausencia de un intérprete cualificado durante el peritaje a
pesar de que, de antemano, tenían conocimiento de que el reo no hablaba caste-
Ilano; de este modo, no solicitaron ni les fue proporcionado un intérprete, labor
que cumplió, en cierta ocasión, un paciente hablante de q'echi y en otra un neu-
rólogo. El juez de ejecución calificó este primer informe de concluyente y pro-
cedió a trasladar al reo al centro penal; por su parte, la defensa solicitó revisar el

34 Entrevista grabada en videocasete el 9/1/98 por representantes de MINUGUA en la aldea Chipoc del
municipio de Cahabón, Alta Verapaz.

El término Kaan se emplea en contextos referidos a comportamientos desviados, especiaLmente para
indicar trastorno mental. Hay otros términos utilizados para referirse a la locura, incluso pueden ser sinó-
nimos.
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expediente clinico sobre la evaluación practicada pero se le denegó y, tanto las au-
toridades como el personal que había participado en el caso, se mostraron reacios
ante dicha demanda. Posteriormente, las «autoridades del hospital... reconocieron
(de manera informal) que tampoco se había podido establecer la existencia de un
transtomo mental primario sobre la base de una prueba científica, que el informe
elaborado para el Juez de Ejecución era insuficiente desde un punto de vista psi-
quiátrico y que había recibido presiones de una autoridad que no identificaron,
para evacuar urgentemente el informe» 36. Ante la parcialidad del Juez de Ejecu-
ción el defensor procedió a recusarlo.

Es de notar que, de una u otra manera, al reo le privaron del derecho a ser con-
siderado y tratado como enfermo y que aquellos trastomos que son catalogados
como enfermedad en la cultura de Rax resultan normales para los «evaluadores»
del Estado; en otras palabras, el cuadro que presenta Rax no es enfermedad sino
«costumbre» desde la «cultura y diagnóstico de los evaluadores». Indudable-
mente se alcanzó tal conclusión al no entender el idioma ni la cultura de Rax.

Ante tales interpretaciones, dice MINUGUA, «se comprobó la parcialidad del
Juez de Ejecución quien rechazó sin fundamento justificado la incorporación de
prueba tendente a acreditar que el condenado padece una enfermedad mental;
negó sin posibilidad de examen contradictorio la solicitud de una nueva evalua-
ción psiquiátrica del condenado; avaló como prueba concluyente sobre salud
mental un informe de salud... que no re ŭne los requisitos mínimos establecidos en
la legislación intema para ser considerado como un dictamen pericial, en el cual
no se explica qué tipo de evaluación psiquiátrica se practicó al condenado... emi-
tió opinión, en el curso del proceso, sobre la ejecución de la pena al condenado»
(CVDH Caso 50 2000: 46).

El Ministerio Pŭblico solicitó posteriormente, al mismo juez, la autorización
de una nueva evaluación psiquiátrica que éste denegó una vez más. Aun cuando
no se tuvieron en cuenta las pruebas aportadas por la defensa sobre la salud
mental del reo, es pertinente y determinante considerar que, en casos similares, re-
sulta fundamental que se efectŭe un peritaje cultura137 pues con ello se evitaría, en
posteriores casos, el predominio de criterios diagnósticos como «verdades abso-
lutas» y que se soslayase tanto el rol como el diagnóstico del terapeuta de la co-
munidad, reconocido y legitimado por sus miembros debido a las creencias y me-

36 MINUGUA CVDH Caso 50, 2000: 46.
37 Como lo establece el Art. 66 de la Constitucián Política vigente y el Convenio 169 de la OTT, en sus

artículos 4, 5, 6 inciso «a», 8, 10, 12 y otros relacionados que contemplan el reconocimiento a las formas de
vida, costumbres, tradiciones (...).

265



LOS DERECHOS HUMANOS EN TTERRAS MAYAS

canismos curativos que utiliza. No obstante, el sistema imperante regularmente lo
devalŭa y deslegitima, de otro modo no se estaría hablando de un reo que fue con-
denado a la pena de muerte, sino de un enfermo bajo tratamiento.

También es pertinente, como acto de legitimación de normas y valores de la
comunidad, conferir relevancia a los testimonios de sus miembros, que como en
este caso coincidieron en cuándo y el por qué padece dicha enfermedad. Esto da
como resultado un ejemplo de peritaje cultural, práctica que puede llegar a pro-
vocar giros diferentes para quienes se ven involucrados en los diferentes ámbitos
del sistema de justicia oficial.

CAUTIVO: OSCURIDAD DEL AISLAMIENTO Y LA LOCURA

Se ha mencionado con anterioridad la paradoja que caracteriza el caso de Rax
y que hace alusión a la contradicción entre las situaciones vividas durante y des-
pués del juicio, pues si bien ha sido tratado como loco, fue juzgado, de manera in-
justa, como cuerdo, obviando la enfermedad mental que emponzoriaba su razón,
y recluido, durante más de dos arios, en la Granja Penal de Pavón en condiciones
inhumanas.

Pedro, a su ingreso en prisión, fue alojado en uno de los pabellones del mó-
dulo de inyección letal", a pesar de que al emitirse la orden de ejecución se esti-
pulaba que el condenado a muerte debería ser trasladado horas antes a dicho lugar
(no con días ni meses de antelación), de manera que fue aislado e incomunicado
como si la consumación de la pena fuera inminente. Este trato es inusual si lo con-
frontamos con el recibido por los demás sentenciados a pena capital a los que ni
tan siquiera se les ha separado de otros reos... De cualquier forma, el hecho inicial
se solventó cuando, después de varias peticiones y denuncias realizadas por la de-
fensa para que cesaran las torturas, fue trasladado, abandonando así este módulo,
las condiciones de reclusión e incomunicación continuaron pues, en todo mo-
mento, permaneció aislado del resto de condenados, sin posibilidad de comuni-
carse con ellos y sometido a vigilancia constante. Pero, además de la situación de
clausura que soporta existen una serie de circunstancias que dificultan el estado en
que vive ya que se le mantiene la luz eléctrica encendida las veinticuatro horas del
día y, cada tarde, colocan un candado en la puerta del lugar donde duerme que no
es retirado hasta las seis de la mariana del día siguiente. Es más, las condiciones

38 Veáse Oficio N.° 503-98 Referencia-Mcaidía con fecha 2/4/98 dirigida al Juez Primero de Ejecución
Penal.
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higiénicas y de habitabilidad son, asimismo, denunciables en tanto que la celda
carece de sarŭtario y posee unas dimensiones, aproximadas, de dos metros de lar-
go por uno de ancho restando la plancha de cemento que hace las veces de cama.
En otras palabras, al reo se le mantiene «enjaulado» pero el problema de la inco-
municación ha amainado pues, a causa de la necesidad de romper el aislamiento
lingüístico a que es obligado y por la imposibilidad de comunicarse en su propio
idioma, ha ido aprendiendo unas cuantas palabras en español al interactuar oca-
sionalmente con otros reclusos que, por alguna razón especial, son trasladados a
su mismo lugar. Y si ya los contactos y posibilidades de interacción dentro de la
prisión son contados cabe decir que Rax Cucul no ha mantenido relación alguna
con el exterior porque ning ŭn familiar, o persona de su comunidad, desde su in-
greso en la Granja Penal, ha acudido a visitarlo.

Desde su ingreso en este centro su enfermedad ha ido evolucionando a más;
hecho confirmado y constatado en varios informes emitidos por personal de la
Granja Penal, en los cuales se describe el sufrimiento que padece, y que han
sido dados a conocer a las autoridades superiores sin que se hayan adoptado me-
didas en el asunto. Al respecto, el Subdirector del centro informó, con fecha 29 de
junio de 1998, que Rax: «... recibe sus alimentos pero no los consume, siendo no-
toria la deshidratación que el mismo presenta»; datos de los que ya existían ante-
cedentes pues también sus familiares cercanos contaron, en una de las visitas
realizadas a Cahabón, que dejaba de comer durante varias semanas por temor a
ser envenenado. El 7 de septiembre de ese rrŭsmo año, el Director Interino infor-
mó que los guardias de turno comentaron que el condenado «...se mostró bastan-
te nervioso y que pasó toda la noche llorando sin poder dormir, diciendo palabras
en su propio lenguaje del que nadie pudo entender.... asimismo manifiestan... no
ha querido ingerir sus alimentos». El 9 de septiembre de 1998, el Alcaide se di-
rigió al Juez de Ejecución Penal informándole: «... comenzó a gritar desespera-
damente intentando suicidarse, en el cuarto en donde ha permanecido aislado...»
El 10 de septiembre del mismo año, el Subdirector Interino informó nuevamente
al Juez que Pedro no consumía los alimentos que le proporcionaban y cuando el
médico de la Granja que estaba de turno quiso examinarlo «no se dejó ni tocar».
Obviando todo ello, el director del Servicio Médico Forense informó al Juez de
Ejecución que el estado de salud del reo era «normal», aun cuando la defensa
constató que no fue evaluado física ni mentahnente debido a que Rax no lo per-
mitió.

Posteriormente, y por razones que se ignoran, las autoridades penitenciarias
evitaron dar parte acerca de la conducta de Rax y, de manera reservada, los vigi-
lantes (evitando identificarse) contaron a la defensa que Pedro les arrojaba bolsas
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de plástico o vasos llenos con orín; asimismo, dieron fe de sus cambios de humor
pues reía solo, gritaba y lloraba en las noches o se ponía violento y golpeaba su
cabeza contra la pared. Igualmente contaron que arrancó un ladrillo del lugar y se
lo lanzó a los guardias, que quebró una de las ventanas de la celda, etcétera. En
los primeros meses del presente afio ha mostrado nuevamente oscilaciones de
comportamiento y cuentan los guardias, y algunos reos que le ven, que a veces le
encuentran jugando con piedrecitas como cuando un nirio se divierte con carritos,
o que sale desnudo a bariarse en la pileta del patio de su celda y con frecuencia
deja de comer durante días.

Aun con toda la información proporcionada el Juez Primero de Ejecución Pe-
nal ha hecho caso omiso denegando casi todos los recursos interpuestos a favor
del recluso. Días antes de otorgarle el indulto presidencial, el mismo Juez decla-
ró: «Rax es un delincuente fortuito que merece una segunda oportunidad. Sin ser
perito puedo decir que su comportamiento es bueno y, a través de interpretes kek-
chies, he podido dialogar con él y darme cuenta de que su estado de salud es bue-
no_ sería bueno conmutarle la pena, tal como lo solicitó la defensa»(A/ Día
6/5/2000: 5). Pero cuando el indulto fue una realidad estimó que la pena que de-
bería cumplir se cifraba en 50 arios y no 30, alegando para ello que era la que re-
almente le correspondía; opinión que pudo reservarse en virtud que existe una re-
cusación no resuelta en su contra y por ese mismo caso39.

UNA ŬLTIMA REFLEXIÓN

En realidad, sería una tarea en sumo compleja, si no imposible, hacer derivar
el raciocinio hacia una justificación lícita que explicara no ŭnicamente la reitera-
da violación de los derechos del imputado en el proceso penal sino, asimismo, la
brutal condena a pena capital impuesta a Pedro Rax Cucul, si no se nos privara de
la posibilidad de atribuir todo ello a un ensariamiento por parte de los funciona-
rios; los mismos que exhibieron un claro desprecio hacia la vida que sólo cobra
sentido cuando se apoya en una actitud racista porque «el racismo representa la
condición bajo la cual se puede ejercer el derecho de matar... poder que tiene de-
recho de vida y muerte, si quiere funcionar con los instrumentos, los mecanismos
y la tecnología de la normalización, debe pasar por el racismo» (Foucault 1992:

39 A la fecha de redacción de este trabajo no se ha ejecutado la sentencia de 30 años debido a que a ŭn
no se ha resuelto el recurso interpuesto conla la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones ante la Corte Su-
prema de Justicia con relación a la recusación interpuesta en contra del Juez Primero de Ejecución Penal.
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265-6). De este modo, el racista asume, basándose en criterios de mejoría que evi-
dentemente trascienden exclusivamente a un sector o colectivo al cual pertenece,
que posee el derecho de despojar de la vida a alguien a quien considera inferior y
representa la imagen o es el símbolo de lo malo y peligroso, la «lacra humana»
que ha de ser eliminada para beneficio de su propio grupo social.

En este sentido, si extrapolamos estas elucubraciones al caso que nos ocupa,
podrían comprenderse las infracciones cometidas por los funcionarios del Esta-
do contra aquel, Rax, que ofrece un ejemplo nítido de todas aquellas cualidades
que han de ser combatidas; de lo contrario, los crímenes como el genocidio co-
metidos contra mayas estarían siendo perseguidos y castigados de manera seve-
ra y no premiados con más poder ni enaltecidos por los crimenes de lesa huma-
nidad. No se les aplican penas severas a sectores pudientes no porque estén
exentos de delitos que lo merezcan sino por el lugar que ocupan en la sociedad,
lo cual termina legitimando el poder, hecho constatado en los datos de los ŭlti-
mos arios que apuntan a que los ejecutados han sido ladinos e indígenas de es-
casos recursos. Tal es así que en el periódico Prensa Libre del 9/12/99 se hacía la
siguiente observación: «los datos oficiales no mienten: la mayoría de condenas
dictadas por los tribunales de justicia del país son contra personas de escasos re-
cursos... En informes de los tribunales del interior es en los que más se observa
que los reos contra quienes se dicta fallo condenatorio son jornaleros y agricul-
tores, además, de raza indígena». Argumento éste que se refuta si se efect ŭa una
revisión de los antecedentes históricos de las penas de muerte ejecutadas y de
otras penas severas en las que se demuestra que los sentenciados son ladinos po-
bres e indígenas apartados de los sectores de poder que manipulan el sistema de
justicia.

Las penas severas contra grupos aminorados politicamente y excluidos sirven,
no sólo para pennitir la fuga del miedo, la ira, el odio o la frustración de los gru-
pos dominantes sino también para conservar y asegurar el bienestar de una so-
ciedad jerarquizada y excluyente, «aniquilar antes de que me aniquilen». El que
tiene poder requiere enaltecer ante la sociedad y ante sí mismo el propio ego y
para esto existe un sistema de «justicia» que sirve de válvula de escape. 0 sea que
precisa un poder a través del cual mostrar que es severo y «muy macho» ante
quienes es posible, no ante todos los posibles, porque frente a quienes detentan el
poder real, ese sistema de justicia se subordina. Así pues, carecen de reparos en
aplicar penas severas debido a que la ideología dominante prepara a los individuos
para que reaccionen y juzguen a las personas de acuerdo con detenninados es-
quemas de percepción de la realidad en virtud de la siguiente máxima: «La muer-
te del otro —en la medida en que representa mi seguridad personal— no coincide
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simplemente con mi vida... la muerte [o el castigo severo] de la raza, de la raza in-
ferior (o del degenerado o del anormal) es lo que hará la vida más sana y más
pura» (Foucault 1992: 265).

Desde esta perspectiva, los más vulnerables son asumidos culpables a ŭn cuan-
do no se ha demostrado plenamente su culpabilidad frente al delito que se les im-
puta; una actitud que tiene que ver con determinadas cuestiones referidas a la
marginación y basadas en variables culturales, de género o estatus (que pueda re-
chazar el esquema valorativo dominante), variables que defmen, en numerosas oca-
siones, la manera en que van a ser tratados. En este punto es pertinente diferenciar
el hecho de ser discriminado por pertenecer a determinada etnia y no hablar el idio-
ma oficial a serlo porque socialmente las leyes lo prohíben, como en el uso de es-
tupefacientes. Lo que no indica que exista justificación alguna para discriminar por
pertenecer a alguna minoría que no es tolerada por la moral dominante.

Por eso, las transgresiones cometidas en contra de Rax suceden en otros casos
y éste que nos ocupa salió a luz, ŭnicamente, porque fue condenado a la pena de
muerte, de otro modo, habría pasado inadvertido como tantos. En otras pala-
bras, los rasgos identitarios de los grupos aminorados y excluidos se convierten en
identidades cautivas y, por lo mismo, son usados como predisponentes, de manera
consciente o inconsciente, para tipificar ciertos hechos.

No obstante, el embate de la ideología dominante con frecuencia determina la
manera en que se le debe percibir al aminorado y excluido, siendo la ambivalen-
cia una de sus características. De acuerdo a la utilidad o peligro que represente
para el sector dominante, de esa misma forma se les trata. A veces, dentro del sis-
tema llegan a tener ciertos privilegios, dependiendo de la funcionalidad y las
circunstancias, por lo que representan y la reputación que se les adjudica. Cuando
es percibido como «primitivo», «violento», «ignorante» e «inferior» se le des-
prestigia, aniquila y extermina; pero cuando es ŭtil para solicitar donaciones en
nombre de la miseria y la exclusión, para defender un sistema excluyente o para
emitir el voto electoral, resultan ser el «orgullo patrio», la «riqueza nacional», et-
cétera. Sin embargo, se convierten en estorbo y peligro cuando reivindican la di-
ferencia, cuando exigen igualdad, dignidad y libertad.
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